
uuzGADO DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATM
NUM. UNO DE CADIZ.

Proced. Ordlnarlo
AUTOS 43/LL

SENTENCIA N9 56/15

En la ctudad de Cádiz, a 14 de febrero del 2015 ; la I lma. Sra. D¡. Carmen
Beardo Hurtado Magistrada-Juez del juzgado de 1o Contencioso-Admlnistrativo ne
Uno de Cádtz, ha visto el recurso, seguido por los trámites del Procedimiento
Ordinario con el ne 43/11 a instancias del Ayuntamientor representada y
asistida por el Letrado D, Ignacio contra la Tesoreria General de la
Seguridad Soclal representada y asistida por el Abogado del Estado; recayendo la
presente resolución en base a los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO..Mediante Resolución de fecha 19 de noviembre del 2010, la Unidad
de Inspecciones de la Dirección Provincial de Cadiz de la TGSS acordó desestirnar el
recurso de alzada lnterpuesto por el Ayuntamiento de confirmatoria del acta
de liquidaclón nrlm. 112010008015604. Ampliándose mediante Auto de 9/5/2013 a
ia resolución dlctada por la TGSS el 23 /5 /2072

SECUNDO.- turnada a este ]uzgado recurso contencioso-administrativo
interpuesto por el Letrado D. Ignacio :n nombre y representación del
Ayuntamiento de ' contra la expresada resolución y, acordado sustanciar el
recurso por los trámites del procedimiento ordinarlo, se ordenó a la Administración
demandada la remisión del expediente administrativo y el emplazamlento de los
posibles interesados.

TERCERO.-Recibido el expediente, se hizo enuega del mismo a la parte actora
para que formallzara la demanda en el plazo legal de veinte dfas, lo que asl verificó
medlante escrlto en el que, tras exponer los hechos y fundamentos de derecho que
estimó de apllcaclón, terminó suplicando se dicte sentencia por la que, dejando sin
efecto la Resolución que se recurre, estime fntegramente el recurso
contencloso-admlnlstrativo, decretando la caducidad del procedimiento liquidatorlo
y, subsidiarlamente la nulidad de las actuaciones, por no ser procedente la derlvaclón
de responsabii ldad debiendo devolverse las cantidades que por tal concepto se
hubieran entregado por el Ayuntamiento a la TGSS.,

CUARTO.' Conferido traslado de la demanda a la Administración demandada



para contestación, presentó escrito oponiéndose a las pretensiones contenidas en

aquélla, en base a los argumentos fácticos y jurfdicos que consideró oportunos y

suplicó el dictado de sentencia que desestime la demanda con imposiciÓn de costas al

actor.

QUINTO.- Fijada en 56.134,14eur0s, se recibió a prueba y tras el trámite de

conclusiones escritas, se deciararon los autos conclusos para ei dictado de sentencia,

SEXTO.-En la tramitación de este procedimiento se han observado los trámites

y prescripciones lef ales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-Es obJeto del presente recurso determinar si es conforme a Derecho

l, R.ro-lu.ión de fecha L9 de noviembre del 2010, de la Unidad de Inspeccionés de la

Direccion provlncial de Cadiz de la TGSS acordó desestimar el recurso de aizada

interpuesto por el Ayuntamiento de confirmatoria del acta de liquidación ntlm,

1120i0008015604 (  del  perfodo 1/2006 a12/2006) '
Por escrito del Letrado Sr. i se pone en conocimiento Ia

notif icación el uno de julio del2012 de resolución confirmatoria de la que es objeto de

este recurso, ampliándor. el mismo mediante Auto de 9/5/2013 a |a resoluciÓn

dictada por la rcss el 23/5/2012 en virtud del cual el Director Provincial convalida

|a resolución de la Unidad de Impugnaciones de la TGSS de 19/1112010

SEGUNDO.- La recurrente cuestiona la le$alidad de dicha resoluciÓn por los

siguientes motivos: caducidad del expediente al haber sobrepasado el plazo máximo

pira resolver de 9 meses; inexistencia de infravaloración

TERCERO.- se hace preciso comenzar el estudio de los motivos de impugnaciÓn

articulados por la parte actora por el que concierne a la caducidad del expediente

administrativo, pue; su estimación harla innecesario el examen de los demás'

Asimismo, recordando que tales actas de Inspección dieron. lugar ai inicial

planteamiento de recurso contencioso acordándose la desacumulacion por auto de

75/2l11por elJuzgado Contenciosos na 2 de Cadiz, continuando éste solo por e1 acta

1  120 100080 1  5  103.
Es tohadado lugara las reso luc iones jud ic ia lesapor tadaspor laspar tes

respectivamente.
Ei objeto de este Pleito es

período 1 I 2006 a 12 I 2006)
el acta de l iquidación nrlm. 112010008015604 ( del

El art. 8 del RD 928/98 DE 14 de mayo por el que se aprueba ei Reglamento

General sobre procediml.rrro, para la imposición de-sanciones viene a establecer que

se entiende pof actividad inspecto* prri, al procedimiento sancionador' a los efectos

del presente Reglamento, el con¡unio de actuaciones realizadas por la InspecciÓn de

Trabajo y Seguridad Social destinadas a comprobat el cumplimiento de las



disposiciones Ietales, reglamentarias y convenidas en eI orden social
2, Tales actuaclones comprobatoriats no se dilatarán por espacio de más de nueve

meses salvo que la dilación sea imputable al sujeto a inspección o a las personas
dependientes del mismo, No obstante, podrá ampliarse por otro periodo que no
excederá de nueve meses, cuando concuffan las siguientes clrcunstancias:

a) Cuando las actiuidades de inspección revistan especial difrcultad y complejidad.
Se entlende que se produce atendiendo al volumen de operaciones del sujeto obligado,
por Ia dlsperslón Seográfica de sus actividades, y en aquellos otÍos supuestos que
indique una norma reglamantaria.

b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el sujeto inspeccionado
ha obstruido u ocultado al órgano inspector alguna de sus actividades o de las personas
que las desempeflen.

Asimlsmo, no se podrán interrumpir por más de cinco meses, salvo que Ia
interrupclón sea causada por el sujeto inspeccionado o personas de él dependientes.

Para el cómputo de los plazos señalados en este artlculo, en ningún caso 6e
considererá lncluldo el tiempo transcurrido durante eI plazo concedido al sujeto
obligado en los supuestos de formularse requerimientos de subsanación de
incumplimientos preuios por parte del órgano inspector.

Si se incumplen los plazos a que se refleren los párrafos anteriores, no se
interrumpirá el cómputo de la prescripción y decaerá la posibilidad de extender acta de
infracción o de llquidación, como consecuencia de tales actuaciones preuias, sin
periuicio de la eventual responsabilidad en la que pudieran haber incurrido los
fun ci o n a rl o s actuan rcg

EIlo no obstante, en los supuestos anteriormente citados, y siempre que no lo
implda la prescrlpción, Ia Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá promover
nuevas actuaclones de comprobación referentes a los mismos hechos y extender, en su
caso, las actas colrespondientes. Las comprobaciones efectuadas en las actuaciones
inspectoras preuÍas caducadas, tendrán el carácter de antecedente para las sucesivas,
ha ci en d o con s tar formalm en te tal in ci d en cia,

Posterlormente, por Real Decreto 103/2010, de 5 de febrero, se modificó el
apartado 2 de este artfculo a los solos efectos de introducir como causa Justiflcativa de
la dilación superior a nueves meses, junto con la culpa del sujeto a inipección, la de
que aquélla fuese "debida a dificultades en la cooperación adminlstrativa
internacional", pero esta modificación no tiene ninguna trascendencia en el supuesto
de autos,

Por lo que se refiere al conjunto normativo inmediato en que se integra este
artfculo 8,2, el de las normas que regulan el procedimiento sancionador en materia de
infracciones del orden social, contenidas en el texto refundido de la Ley sobre
Infracciones y Sanclones en el Orden Social (Real Decreto Legislativo S/zoo1,de 4 de



agosto ) y en el Reglamento que venimos mencionando, de 14 de mayo de 1998, la
especlfica conflguración de este procedimiento obliga igualmente a aplicar el instituto
de la caducidad con todo su rigor.

Según el art. 13,1 del Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo , " El procedimiento
sancionador se iniciará de oficio, como resultado de Ia actlvidad inspectora previa, por
acta de infracción..,". Y de acuerdo con el art. 15, las actas de infracción extendidas con
arreglo a las revisiones del Reglamento ".,, estarán dotadas de presunción de certeza
de los hechos y circunstancias reflejados en Ia mlsma que hayan sldo constatados por
el funcionario actuante ,,.", Del cruce de ambos preceptos resulta: uno, que ei
procedimiento sancionador se inicia por acta de infracción; dos, que esa acta de
infracción es "resultado" de la actividad inspectora previa; y, tres, que el acta de
infracción, que define los hechos que pueden dar lugar a la imposición de una sanción,
goza de "presunción de certeza",Y esta fuerza probatoria que se otorga a las actas de
infracción, a las que se l lega "como resultado de la actividad inspectora previa" y que
contienen e identif ican los hechos por los que puede llegar a imponerse la sanción I
art. 14.1, párrafos b ) y c) del Real Decreto 928/1998I determina que haya de exigirse
un escrupuloso respeto a las formas y garantfas del procedimiento sancionador en la
tramitación de las actuaciones previas de comprobación. Porque Ia importancia que
esas actuaciones previas tienen en el desarrollo por la Administración de su máxima
potestad de intervención -la represión de una conducta- es determinante,

Esta importancia y trascendencia de las actuaciones previas de comprobaciÓn
viene dada porque en su seno se desarrolla en realidad la propia y verdadera actividad
de instrucción de este procedimiento sancionador especial, En el caso de autos se
iniciala activid.ad inspectora en función de las ordenes de 12 de mayo y 2 de julio del
20Oe (  1L/0007626/o9 y 11/001043 6/0e)

Como se comprueba el procedimiento para la imposición de sanciones por

infracciones del orden social se inicia directamente con el acta de infracción ( art, 13'1

RD 928/1998 ) y, además su tramitación se encomienda, también directamente, al

órgano competente para su resolución (art. 18.1). A primera vista, ello pudiera

p"r...r contrario a la estructura del procedimiento sancionador general, que consta de

dos fases de instrucción y resolución bien diferenciadas (capftulos IIi y IV del Real

Decreto 1398/1993, de 4 de agosto ); e incluso al principio legal que lmpone la

separación de ambas fases ( afi. 734,2 de la Ley 30 / 1992 ),

No obstante, esa contradicciÓn es sólo aparente, porque en realidad la fase de
"instrucción" de este especffico procedimiento sancionador no es que no exista, es que

está desgajada del procedimiento sancionador "stricto sellsu", tal y como lo regula el

Real Decreto 928/1998, y se desarrolla con anterioridad al mismo, en las l lamadas
"actuaciones previas de comprobaciÓn",

Esta naturaleza instructora de las "actuaciones previas de comprobaciÓn" no $e

extrae tan solo de su ubicación temporal. Se extrae, sobre todo, de su regulaciÓn

material contenida en el Real Decreto 928/1998, que prevé que su objeto es
"comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y convenidas



en el orden social" (an.8.1 ), regula en su seno las más amplias potestades deinvestigaciÓn y prueba de la Administración (art. 10) y estatlece que, si comoconsecuencia de las diligencias practicadas se constatan hechos constltutivos de
infracción, se extenderá la correspondiente acta (art, 1.2.1.) como "resultado,, de la
actividad inspectora previa (art. 13.1).

Esta es la razón por la que siendo el acta de infracción el acto que formalmente
"inicia" el expediente sancionador, tenga en realidad un contenido más propio de unapropuesta de resolución que de un simple acuerdo de lncoación (cfr, arts. 13 y 1g delreglamento de procedimiento administrativo sancionador general),

Al igual que una Propuesta de resolución, el acta de lnfracción debe contener,
setún el art. 14 del Real Decreto 928/1998: (1) la identlficación del suJeto infractor;(2) un relato de hechos probados con expresión motivada de los medios uti l izadospara su comprobaciÓn; (3) la calificación jurfdica d.e la infracción o infracciones
presuntamente cometidas;y, por últ imo, (a) la propuesta de sanción

Consecuencla de todo lo anterior es que deben aplicarse con todo su rigor las
c.onsecuencias prevlstas por la norma para ll caso de superarse el plazo máximo deduración o parallzaclón de las actuaciónes previas de ümprobacün, De la misma
manera que 8e apllcarfan esas consecuencias en caso de produóirse esa paralización enla fase de inetrucción del procedimiento sancionador general. rorque éste es enpuridad el papel que desempeñan las actuaciones pr.lr1", de comprobación en elprocedimlento especial para la imposición de sanclones por infracclones del orden
social ,

cUARTol En este sentido, es doctrina TS que la especialidad de este especlfico
procedlmiento y la consiguiente "supletoriedád" de las normas generales delprocedlmiento aanclonador establecida por la disposición adicional sépiima de la Ley
30/1992 no excluyg que puedany deban tenerse en cuenta a efectos interpretativos
los prlncipios que dlmanan de ésta

Principlos 
. $enerales que conducen necesariamente a entender que la

superación del plazo máximo previsto para resolver (aqul, formular el acta deinfracclón), o del plazo máximo de paralización regulado en esre concretoprocedimiento, debe dar lugar a la consecuencia general pr."uirt" para tal incidencia enlos procedimientos iniciados de oficio- y- en los que la Administración ejercitapotestades sanclonadoras o, en general, de intelención, esto es, la caducidad delexpediente ( an.44.2 de la Ley g0/1992),

oulNTo:' En definitiva, todos los razonamientos anteriores obligan a entenderque la paralización de las actuaciones de comprobaclón por más de tres m.s.s previstaen el art, E,2 del Real Decreto 92E/1998 da lugar a la caducidaddel .;p;Ji.;i;,';;;todas las consecuenclas propias de este instituto.

Y sobre cuáles han de ser estas consecuencias ya se ha pronunciado la jurisprudencia



entre otras STS sala contencioso en sentenciade24 de febrero de 2004, dictada en el
recurso de casación 375412001 , en los siguientes términos (fundamento jurÍdico
octavo):
"sabemos que la declaración de caducidad no lmpide Ia apertura de un nLtevo
procedimiento sancionador en tanto en cuanto Ia hipotética Ínfracclón que orlginó Ia
incoación del procedimiento caducado no haya prescrlto, Asf se desprende, con
nitidez, del mandato legal que se contiene en el artlculo 92.3 de Ia ley 30/1992 (la

caducídad no producirá por sl sola la prescripción de las acciones del particular o de la
Administraclón, pero los procedimientos caducados no lnterrumpirán el plazo de
prescripción).

Ahora bien, al declarar Ia caducidad la Administación ha de ordenar el archivo de las
actuaciones ( artfculo 43.4 de la ley 30n992 en su redacclón ori$inaria; y afrlculo
44.2 de Ia misma ley en Ia redacción ahora vigente), Io cual, rectamente entendido,
comporta: a)Que el acuerdo de iniciar el nuevo expedlente sanclonador (si llega a
proáucirse) puede y debe fundarse en los mismos documentos que, con el valor de-denuncia, 

determinaron la iniciación del expediente caducado' De lo contrario

carecerla de sentido aquel mandato legal, Afirmación, esta prlmera, que cabe ver, entre

otras, en |as sentencias de esta Sala Tercera del Tribunal Supremo de fecha:s I de

octubre de 2001 ( dos), 15 de octubre de 2001 , 22 de octubre de 2001 y 5 de

noviembre de 2001 . b) Que en ese nuevo expediente pueden surtir efectos, si se

decide su incorporación a él con observancia de las normas que regulan su

tramitación, actos independientes del expediente caducado, no surgidos dentro de é1,

aunque a él se hubÍerai también incorporado. Concepgo, éste, de actos lndependientes,

que'también cabe ver en las sentencias que acaban de ser citadas' c) Que no cabe, en

iambio, que en el nuevo procedimiento surtan efecto las actuaciones ptopias del

primero, esto es, las surlidas y documentadas en éste a ralz de su incoaciÓn para
'constatar 

la realidad de 1o acontecido, la persona o personas rcsponsables de ello, el

cargo o cargos imputables, o el contenido, alcance o efectos de la responsabilidad, pues

,nlonr* ob ,e darla cumplimiento al mandato tegal de archlvo de las actuaciones del

procedimiento caducado. d) Que cabe, ciertamente, que en el nuevo procedimienrc se

practiquen otfa vez las mlsmas actuaciones que se practicaron en el primero para la
'const;tución 

de todos esos datos, circunstanclas y efectos. Pero habrán de practicarse

con sujeción, ahora y de nuevo, a los trámites y garantfss proplos del procedimiento

sanciinador y habrán de valorarse por su resultado o contenfdo actual y no por el que

entonces huúiera podido obtenerse. Y e) Que por excepción, pueden Sultir efecto en el

nuevo procedimiánrc todas las actuaciones del caducado cuya lncotporaclón solicite Ia

prrroÁ, contfa la que se dirige aqué\, pues la caducídad "sanciona" el retaso de la

Administración no imputabll al administrado y no puede, por ello, desenvolver sus

efectos en periuicio de éste",

SEXTO.- La aplicación de Ia precedente doctrina al caso de autos conduce

necesariamente a entender que la superación del plazo máximo de paralizaciÓn

previsto en el art. 8.2 del Real Decreto 92811998
h.especto a als posible concurrencia de causas que hubieran interrumpido el plazo

siendo imputable a la recurrente la dilación'



Consta en el acta de liquidación folio 14 del expediente que " no se aporta todala documental requerida" no obstante se deduce de l; redacción que lascomunicaciones 8on constantes, las dif icultades en el momento de recabar los áatos sedeben al volumen de la documentación,,.Asi se aporta documentación en las fechas
reseñadas a requerimiento de la Inspectora,

Hay que recordar que el art.8 Real Decretog2S/7998 refiere expresamente que
:2, Tales actuaclones comprobatorias no se dilatarán por espacio de más de nueve
meses salvo que la dilación sea impunbte at sujeto a inspección o a las persona-s
dependientes del mismo, No obstante, podrá ampliarse po, otro periodi q;; ;;
excederá de nueve meses, cuando concurran las sigiientes circunstancias:

a) Cuando las actiuidades de inspección reuistan especial difrcuttad y compleJidad,
Se entiende que se produce atendiendo al volumen de operaciones del suJeto obligado,por Ia disperslón geográfica de sus actividades, y en aquellos otros supuestos que
indique una norma reglamantaria.

b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el sujeto inspeccionado
ha obstruido u ocultado al órgano inspector alguna de sus actividades o de las personas
que las desempeflen.

c) Cuando la actuaclÓn inspectora requiera de cooperación administrativa
internacional.

En este estado de cosas, descartando además que una simple consulta dedocumentación fuese una diligencia de investigación apta para interrumpir el citadopiazo , ni que talee reseñas los plazos deba catálogarse de ;'obstrucción,, y en ningrin
momento se constato que por tal documentación la Administración no hubieraproseguido con la üamitación del expediente y dictado una resolución sancionadora. Aelio, el Ayuntamlento' en ningún caso, actuó como el mismo precepto transcrito reflerecomo es el c88o del apartado dos (cumpliendo tas prescripciones--i;I;ü;--;
jurisprudenciales que toda ampliación exi!e),

sEprrMo.'Las consideraciones expuestas conducen, sin necesidad de examlnarel resto de los motlvos de impugnación aiticulados por la parte actora, a la estimacióndel recurso contencioso-adminiJtrativo, por no ser la resolúción impugnada conforme aDerecho, procedlendo su anulación de acuerdo con lo dispuesto .n tór artfculo 70,2 y71 de la Ley de la Jurisdicción contencioso Administativa (t]cA).

ocTAvo.'No. s-e aprecia ninguna de las circunstancias del art, 139.1 LJCA paraimponer las costas del presente recurso a ninguna de las parres,

NovENo" Contra la presente sentencia cabe reeurso ordinario alguno, dadala cuantfa del plelto, conforme al artfculo g 1,1 a) de la misma Ley procesal.

En atenclón a lo expuesro y en nombre de S.M, EL REy



FALLO

Que, estimando el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el
Ayuntamiento de j contra la Resolución que se describe en el primer antecedente
de hecho, debo anularla y la anulo por no ser ajustada al ordenamiento jurídico, sin
hacer expresa condena en costas procesales

Notiffquese la presente resolución a las partes, advirtiéndoles que contra ella
cabe interponer recurso de apelación para ante la Sala de lo
Contencioso-Administrativo, con sede en Sevilla, del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucfa mediante escrito razonado que deberá presentarse ante este ]uzgado
dentro de los quince dlas siguientes a dicha notif lcación, en el que se expondrán las
alegaciones en que se funde,

Asl r esta mi sentencia, juzgando en rlnica instancia, lo pronuncio, mando y
firmo,

PUBLICACI .- En la misma fecha fue lefda y publicada la anterior resolución por el
I lmo. Sr./SraMAGISTRADA JUEZ que la dictó, celebrando Audiencia Pública, Doy fe,

"En relación los datos de carácter personal, sobre su confldencialidad y prohibición
de transm o comunicaclón por cualquier medio o procedlmlento, deberán ser

vamente para los fines propios de la Admlnistración de /usticia (ex Ley

Orgánica 15, 99, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal)",
tratados


